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En el presente trabajo el lector encontrará una de las temáticas que debería 
ser de gran importancia para el área del derecho público, y en especial para la 
contratación estatal, pues la población a la cual se encuentra dirigido es la 
académica, la profesional jurídica, e incluso los ingenieros y arquitectos o 
demás profesionales que decidan licitar con el Estado, los cuales sean 
nombrados como Interventores de los respectivos contratos estatales y las 
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In this work, the reader will find one of the topics that should be of great 
importance for the area of public law and especially for government 
procurement, as the population to which it is addressed, is the academic, the 
                                                 
1 Abogada titulada, egresada de la Universidad de Caldas, 2015. Actualmente se desempeña 
como asesora jurídica de la Alcaldía Municipal de Anserma, Caldas. Contacto: 
alejandravalencia30@hotmail.com 
 
2 Abogado titulado egresado de la Universidad Libre, Seccional Pereira. Actualmente se 
desempeña como abogado litigante. Contacto: angelzapataabogado@hotmail.com   
2 
 
legal professional and even engineers and architects or other professions that 
decide to bid with the State and between those who are appointed as Auditors 
of the respective state contracts and the responsibilities that these have in front 










Colombia se encuentra en una ola de transformaciones normativas en procura 
de buscar la transparencia en los procesos contractuales, puesto que es en 
este ámbito de la contratación estatal donde existe la mayor cantidad de 
detrimento y defraudación al fisco, concibiéndose aquella situación como un 
absurdo antiético en la administración pública, más cuando particulares se 
encuentran investidos de funciones públicas para observar de manera 
detallada el cómo ha de ser administrado el dinero en las ejecuciones 
contractuales.         
 
Uno de esos intervinientes relevantes para garantizar la transparencia 
contractual son los interventores, figura a la que se le otorga mayores 
responsabilidades a través de la Ley 1474, concebida en el Congreso de la 
República (2011) como Estatuto Anticorrupción, y que no ha brindado mayor 
efectividad al respecto, en cuanto a observancia se refiere, pues si bien han 
disminuido los índices de corrupción en la contratación pública, no es 
suficiente teniendo en cuenta que con esta figura jurídica no debería existir 




No obstante, estos interventores han sido, en cuanto a su ámbito de 
responsabilidad alterados, toda vez que el gobierno colombiano de manera 
profusa ha expedido normas que alteran, modifican o agudizan el ámbito de 
responsabilidad de los interventores, haciéndose necesario establecer cuál es 
el ámbito de responsabilidad de los interventores en materia pre-contractual, 
contractual y post-contractual. 
 
El presente trabajo se desarrolla con los elementos estructurales que 
comprenden la fundamentación científica del derecho, desde la óptica 
descriptiva y analítica del marco normativo aplicable a la figura del interventor, 
la cual fue incorporada en el ordenamiento jurídico colombiano a través de la 
Ley 1474 de 2011, razón por la cual la investigación tiene un enfoque de 
carácter cualitativo, pues se busca condensar de manera más clara y armónica 
la normativa en cuanto a responsabilidad se refiere, por parte del 
incumplimiento de las labores encomendadas al sujeto pasivo (interventor), y 
sus respectivas consecuencias en las diferentes órbitas de responsabilidad 
que el derecho dispone. 
 
Esbozando este acápite con la introducción establecida, se torna pertinente 
establecer: ¿Cuál es el ámbito de responsabilidad del interventor en los 
contratos estatales a la luz de los nuevos cambios normativos tendientes a 
garantizar la transparencia en la contratación? 
 
Lo anterior, toda vez que, como se expuso en el líbelo introductorio, no está 
clara cuál es la órbita de aplicación de la responsabilidad jurídica aplicable a 
los interventores, ya que estos pueden ser personas tanto de derecho privado, 
como de derecho público, las cuales, en principio, se han de regir por un marco 
normativo diferente, dependiendo del sector en el cual se encuentren.  
 
Recientemente BONILLA (2017) expuso una serie de motivos respecto de la 
figura del interventor, y afirmó que la práctica ha evidenciado que el rol 
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desarrollado por el interventor desafortunadamente no satisface los objetivos 
que se esperan obtener de sus funciones en virtud de las responsabilidades 
otorgadas, y esto se debe a que los encargados de ejercer la interventoría no 
poseen la idoneidad y experiencia, y en otros casos esta actividad es ejercida 
por profesionales con altas cargas laborales que a la larga generan falta de 
atención y un incumplimiento de labor de control respecto a la ejecución del 
contrato estatal vigilado.  
 
En razón a esta y muchas de las percepciones consabidas que se tienen por 
parte de la ciudadanía, los académicos, y en general el personal que labora 
en entidades del Estado, que la corrupción es palpable de manera rampante 
en lo concerniente a las actividades contractuales en las que interviene el 
Estado, se plantea la siguiente investigación.  
 
1. GÉNESIS DE LA FIGURA DEL INTERVENTOR EN EL 
ORDENAMIENTO JURÍDICO COLOMBIANO 
 
Para abordar el tema de manera metodológica ante el lector, es indispensable 
entonces comprender la génesis del concepto jurídico de Interventoría, 
definido como el seguimiento o acompañamiento técnico que ejerce una 
persona natural o jurídica, contratada por el Estado, para que desempeñe 
dicha función en los contratos estatales que requieran para su vigilancia 
conocimientos especializados, o cuando su complejidad o amplitud lo 
ameriten. Adicionalmente, si la entidad considera pertinente, justificado y 
conforme a la naturaleza del contrato principal, podrá contratar el seguimiento 
administrativo, financiero, contable y jurídico del contrato estatal dentro de la 
interventoría (Ley 1474 de 2011, art. 84). 
 
La jurisprudencia de la Sección Primera del Consejo de Estado (2013) ha 
definido el objeto de la interventoría en los siguientes términos: “tiene por 
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objeto supervisar o vigilar que la obra se construya de conformidad con lo 
estipulado en el contrato”.  
 
Si bien esta es la premisa sobre la cual se parte, es fundamental conocer 
históricamente quién es un interventor, y qué labores ejecuta. En virtud a ello, 
se tiene que históricamente, desde los orígenes de la humanidad, se ha 
evidenciado que en la realización y edificación de obras civiles se ha requerido 
adelantar cierto tipo de conductas en pro de obtener un buen resultado, dando 
un uso adecuado a los materiales, optimizando costos y mano de obra. Tanto 
en la teoría como en la práctica se evidencia algunos precedentes de las 
actividades propias de un interventor, como es en la parte teórica la ciencia del 
diseño de estructuras, y en la parte práctica las cuestiones que se relacionan 
con lo incierto, como el clima, la geografía y la sociedad. 
 
La obligación de velar por el cumplimiento de las obras de construcción, como 
técnica para obtener óptimos resultados, conllevó al surgimiento de una 
actividad en pro de garantizarlo, y es la interventoría la que ha pretendido 
cumplir con dicha finalidad (ROMERO M., 2014). 
 
Un claro ejemplo de este acontecer histórico es que las civilizaciones 
reconocidas por su antigüedad han usado esta figura y le reconocen su 
importancia dentro de las labores que el Estado ha de ejecutar: 
 
a) La primera civilización en la que se encuentran rastros de labores 
semejantes a las que en la actualidad ejerce un interventor es en 
Mesopotamia (500 a.C.); allí se empezaron a calcular cantidades de 
obra con base en planos, se inspeccionaban los trabajos, se elaboraban 
informes de avances, y se administraban materiales y mano de obra. 
 
b) Asimismo, en el Imperio Romano se evidenció la aparición de diversos 
profesionales que ejercían seguimiento y fiscalización en la 
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construcción de obras, y otros actores como censor, contratista y 
quaestores (un tipo de magistrado de la antigua Roma). 
 
c) Finalmente, en la Edad Media (siglo V, 1492) aparece el maestro de 
obra como pieza clave en la organización y coordinación de todos los 
profesionales partícipes de la construcción civil (ROMERO M., 2014). 
 
Así, entonces, se instituye esta figura a través de la historia, sin embargo, para 
el caso colombiano, se tiene que sus orígenes emanan desde 1849 en la 
época de La Nueva Granada con el Decreto N° 1077 de la Gaceta Oficial 
“Secretaría de Relaciones Exteriores y Asuntos Interiores” en el cual, dentro 
de su contenido textual se menciona la necesidad de un interventor en las 
bodegas del Puerto de los Cachos para que ejecute las funciones 
determinadas en dicho decreto (ROMERO M., 2014). 
 
Años más adelante surgió la necesidad de un funcionario que se encargara de 
la vigilancia y control en las obras públicas de la Nación, y por tanto se instituye 
la figura del interventor de obras públicas, en este caso para supervisar el 
Ferrocarril de Bolívar, el cual fue reconocido como tal a través de la Ley 41 de 
1874, en la que se le otorgó las funciones de presentarse una vez al mes en 
el despacho de la Superintendencia, elaborar un cuaderno en el cual llevaría 
un registro de las inspecciones que realizara, acudir de acuerdo a lo estipulado 
en el contrato a las reuniones de los agentes locales en la ciudad de 
Barranquilla, transitar semanalmente toda la línea del ferrocarril realizando 
visitas a las estaciones, los puentes y los almacenes (ROMERO M., 2014). 
 
Otro antecedente de gran importancia en el país se dio en los contratos 
suscritos en el año 1906 ,con el objetivo de realizar la reparación del Ferrocarril 
del Cauca; allí aparece plasmado el término interventor, a pesar de que en los 
inicios del siglo XX en muchas de las obras realizadas figuraba el inspector 
como empleado oficial, ya que el término interventor se utilizaba oficialmente; 
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sin embargo, tiempo después todas las atribuciones y funciones que poseían 
dichos inspectores pasaron a ser ejercidas por ingenieros en calidad de 
interventores (ROMERO M., 2014). 
 
Aquí ya va tomando forma la figura del interventor, y se le otorga una 
cualificación, y es la de ser un ingeniero, es decir, uno de los presupuestos 
para la época que debía reunir un interventor sería el de contar con el título de 
Ingeniero en el campo específico de acción, lo cual significa una dignidad y 
profesionalismo respecto de cualquier maestro de obra o persona que se 
quisiera hacer merecedora de sendo título.  
 
En la actualidad se vislumbra que la mayoría de las interventorías son 
ejercidas por ingenieros o profesionales liberales, con una experticia y grado 
de responsabilidad mayor por lo descrito a lo largo y ancho del artículo. 
 
2. ¿POR QUÉ SE INCLUYÓ LA FIGURA DEL INTERVENTOR EN LA 
LEY 1474 DE 2011? 
 
Según lo establecido en el proyecto de ley presentado por el gobierno 
nacional, y en consonancia con las circunstancias que le apremiaban, la 
motivación de Esta iniciativa legislativa fue consignada en el Capítulo Séptimo 
del documento, donde se expresa la necesidad apremiante de evitar los 
fenómenos de corrupción en la contratación que realiza el Estado a través de 
sus diferentes entidades, ya que es precisamente en esta labor donde se 
evidencian los casos más críticos de corrupción pública; es por ello apremiante 
realizar unos cambios en pro de garantizar una mayor transparencia en los 
procesos contractuales, y asegurar una mayor efectividad en las sanciones 
respecto a actividades fraudulentas y corruptas. 
 
Dichos cambios consisten principalmente en suplir el vacío normativo que 
existe en el país en la vigilancia de los contratos estatales, y la apremiante 
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necesidad de fortalecer la supervisión e interventoría como una actividad con 
un marco legal definido, que ayude a hacer frente a las debilidades en 
seguimiento, control y vigilancia del Estado respecto a la ejecución contractual. 
 
En razón a lo anterior, y con el objetivo de obtener un medio de control 
contractual más eficaz, se estipula la obligatoriedad de contar con una 
supervisión o interventoría en todos los contratos que celebre el Estado con el 
fin de que siempre se cuente con un seguimiento de la ejecución contractual, 
además de la exigencia de carácter obligatorio de contar con interventoría en 
los contratos de obra pública de mayor cuantía, y en los otros en que por su 
alta cuantía ameriten de esta se deberá justificar dentro de los estudios previos 
la pertinencia y oportunidad de contar con un interventor.  
 
Precisa el ámbito de las funciones y obligaciones de los interventores 
enfatizando en el deber de informar a la entidad contratante de las 
irregularidades, incumplimientos o hechos de corrupción que se llegaren a 
presentar, castigando la omisión de este deber con una responsabilidad 
solidaria junto con el contratista por todos los daños y perjuicios ocasionados 
al Estado por su mala conducta; simultáneamente se puede ocasionar 
sanciones disciplinarias para los funcionarios públicos, e inhabilidades para 
contratar nuevamente con el Estado para los interventores.  
 
Por último, respecto a la duración de la interventoría, deberá ser por el tiempo 
que dure la obra, sin interrupción alguna para que no genere suspensión en la 
ejecución de los trabajos (SECRETARÍA DE TRANSPARENCIA - PRESIDENCIA DE LA 
REPÚBLICA , 2016). 
 
En este acápite del proyecto de ley, presentado por el entonces senador 
Germán Vargas Lleras, yace la fundamentación para otorgar viabilidad jurídica 
al uso de la figura del interventor al interior de los procesos contractuales que 
lleve a cabo el Estado en las diferentes dependencias, puesto que ello daba 
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paso a ejecutar de manera directa el principio de imparcialidad de los 
funcionarios o particulares, a fin de que se proteja el principio y valor 
constitucional del interés general, y de tal modo, no se siguieran surtiendo las 
contrataciones amañadas por el mismo gremio selecto de personas (naturales 
o jurídicas), violando el derecho a la igualdad de contratar con el Estado en 
aplicación al régimen de la contratación estatal, sin embargo, tal y como se 
manifestó en el planteamiento del problema, no ha sido bastante eficiente el 
uso de esta figura, y por tanto se pasará a describirlos. 
 
3. ÁMBITOS DE RESPONSABILIDAD DEL INTERVENTOR Y SUS 
CONSECUENCIAS JURÍDICAS 
 
La figura del interventor en Colombia se erige como aquella persona con 
calidades de idoneidad, mediante la cual la administración pública y sus 
representantes delegan en una persona para que sea un observador de los 
contratos estatales, de tal suerte que los mismos se encuentren revestidos de 
total autoridad para salvaguardar los principios de la función pública, 
establecidos de manera específica en el artículo 209 Constitucional, el cual 
reza lo siguiente, 
 
La función administrativa está al servicio de los intereses generales y 
se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, 
eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la 
descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. 
Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para 
el adecuado cumplimiento de los fines del Estado. La administración 
pública, en todos sus órdenes, tendrá un control interno que se 





El Estado en todos sus campos y actuaciones debe tener en cuenta los 
derechos y obligaciones de sus nacionales, ya que el fin inicial y de mayor 
importancia para el Estado colombiano debe concernir e involucrar el destino 
colectivo de todos sus integrantes.  
 
La Corte Constitucional (2003) ha manifestado el importante rol que 
desempeñan los particulares en el cumplimiento de los fines del Estado, 
debido a que tienen a su cargo funciones y responsabilidades que 
anteriormente eran exclusivas de autoridades estatales. 
  
La interventoría es un claro ejemplo de cómo los particulares asumen las 
responsabilidades en la observancia de las obras que anteriormente eran 
exclusivas de los inspectores, llegando incluso a catalogarlos la jurisprudencia 
como servidores públicos en razón de sus funciones; así se manifestó la Corte 
Constitucional (1998):  
 
Lo que coloca al particular en la situación de servidor público, no es 
concretamente el vínculo que surge de la relación, importante o no, 
con el Estado, sino de la naturaleza de la función que se le atribuye 
por ministerio de la ley, la cual fija la índole y alcance de la relación 
jurídica. 
 
En igual sentido, es pertinente demostrar qué relación existe entre la 
contratación estatal y la figura del interventor; es así que para ello se trae a 
colación el siguiente concepto:  
 
Uno de los mecanismos que tiene el Estado para cumplir con sus 
objetivos y finalidades son los procesos contractuales en los cuales los 
particulares tienen gran participación coadyuvando a la realización de 
los compromisos adquiridos por el Estado, dicha contratación pública 
debe tener como fin principal ayudar a la administración para asegurar 
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un beneficio colectivo, el cumplimiento de las metas trazadas, la 
prestación oportuna y con calidad de todos los servicios públicos y la 
materialización y cumplimiento efectivo de los derechos de quienes 
procuran junto con la administración al cumplimiento de dichos 
objetivos. Es precisamente lo anterior lo que justifica el deber que 
tienen las entidades públicas dentro del proceso de selección de 
propuestas a elegir la más favorable y que cumpla con el fin propuesto, 
asegurando el adecuado ejercicio de la función pública, adelantando 
acciones para velar por la protección los bienes y públicos previniendo 
el detrimento patrimonial del Estado (SOTOMAYOR U., 2011, p. 18). 
 
Se desprende de lo anterior que la figura del interventor está al servicio de la 
comunidad para coadyuvar al logro del cumplimiento de los fines esenciales 
del Estado, que, entre otros, si bien se encuentran desarrollados en el artículo 
2º de la Carta, no son del todo aplicables al presente artículo, en razón a que 
la ocupación principal reside en la figura del interventor, y su relación causal y 
jurídica con el Estado, y de manera consecuencial con la población en general, 
pues son los contribuyentes quienes, a través de impuestos y otras formas de 
recaudo que impone el Estado, recaudan los dineros mediante los cuales ha 
de ser redistribuida tal contribución, lo que se logra entonces a través de la 
contratación estatal, y si el interventor delegado no cumple cabalmente con su 
responsabilidad, pues le acarreará unas consecuencias jurídicas de tipo: 
penal, disciplinario, fiscal, administrativo y hasta civil, puesto que en la 
contratación estatal tanto el contratante como el contratista son sujetos de 
responsabilidad en ocasión a los daños antijurídicos que en el ejercicio de sus 
actividades llegaren a ocasionar, e igualmente los servidores públicos, 
contratistas e interventores que participan en dichos procesos (GAITÁN, 2009). 
 
Aunado a lo anterior, el Estatuto Anticorrupción (CONGRESO DE LA REPÚBLICA, 




“Responsabilidad de los interventores. Modifíquese el artículo 53 
de la Ley 80 de 1993, el cual quedará así: 
 
Los consultores y asesores externos responderán civil, fiscal, penal y 
disciplinariamente tanto por el cumplimiento de las obligaciones 
derivadas del contrato de consultoría o asesoría, como por los hechos 
u omisiones que les fueren imputables y que causen daño o perjuicio 
a las entidades, derivados de la celebración y ejecución de los 
contratos respecto de los cuales hayan ejercido o ejerzan las 
actividades de consultoría o asesoría. 
 
Por su parte, los interventores responderán civil, fiscal, penal y 
disciplinariamente, tanto por el cumplimiento de las obligaciones 
derivadas del contrato de interventoría, como por los hechos u 
omisiones que les sean imputables y causen daño o perjuicio a las 
entidades, derivados de la celebración y ejecución de los contratos 
respecto de los cuales hayan ejercido o ejerzan las funciones de 
interventoría. 
 
Visto el panorama, se procede a establecer los ámbitos de responsabilidad 
ante los cuales los interventores son sujetos cualificados en los cuales recae 
el peso de la ley.  
 
3.1. RESPONSABILIDAD PENAL  
 
De acuerdo a lo señalado por la Corte  Constitucional (1992), “la 
responsabilidad penal es aquella derivada de actuaciones que trasgreden, sin 
justificación legitima, los bienes jurídicos tutelados por el ordenamiento penal”.  
 
Frente a este acápite es pertinente señalar que los principales delitos, de los 
cuales son sujetos los interventores, son los descritos en los artículo 408, 409 
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y 410 del Código Penal (Ley 599 de 2000), pues estos hacen hincapié en las 
conductas punibles derivadas de la contratación estatal.  
 
3.1.1. Artículo 408. Violación del régimen legal o constitucional de 
inhabilidades e incompatibilidades  
 
Este artículo se refiere a los denominados como tipos penales en blanco, toda 
vez que para consumar su contenido material es indispensable remitirse a otra 
normatividad, en este caso al “Régimen de inhabilidades e incompatibilidades”, 
donde el sujeto activo es el servidor público, quien de acuerdo al presente 
trabajo puede ser una persona natural en calidad de interviniente, que en su 
calidad intervenga en un contrato de índole estatal con violación o 
desconocimiento de las inhabilidades o incompatibilidades. 
 
La norma condena la conducta del servidor público con pena de prisión hasta 
de dieciocho (18) años, y además de multas económicas también castiga al 
infractor con inhabilidad para el ejercicio de derechos y funciones públicas de 
seis (6) a dieciocho (18) años. 
 
3.1.2. Artículo 409. Interés indebido en la celebración de contratos  
 
Este articulado también se refiere al servidor público que en cualquier fase del 
contrato estatal intervenga obteniendo provecho para sí mismo, o para un 
tercero; por tal conducta incurrirá en prisión de hasta doce (12) años, multa 
hasta de trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e 
inhabilidad para el ejercicio de derechos y funciones públicas de seis (6) a 
dieciocho (18) años.  
 




Hace referencia esta normatividad a la fase de tramitación, celebración y 
liquidación del contrato estatal, que cuando el servidor público actúe e dichas 
fases sin acatar o cumplir principios que regulan la contratación pública o todos 
los requisitos legales, será penado con prisión de hasta doce (12) años, multa 
hasta de trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e 
inhabilidad para el ejercicio de derechos y funciones públicas de seis (6) a 
dieciocho (18) años.  
 
Se tiene entonces que los interventores, como guardianes de la 
materialización del principio de transparencia deberán salvaguardar aquel, so 
pena de las sanciones descritas. En igual sentido serán responsables de 
manera disciplinaria, ya que el artículo 56 del Régimen de la Contratación 
Estatal (Ley 80 de 1993), equipara al interventor externo con el servidor 
público, por cuanto se considera que cumple funciones públicas, y en razón a 
ello se desprende también una responsabilidad de tipo disciplinario y fiscal en 
tanto se tiene lo siguiente: 
 
a) Responsabilidad disciplinaria. Las personas que ejercen labores de 
interventoría están sujetas al régimen disciplinario, y así lo ha justificado 
la Corte Constitucional (2003), que argumenta que los particulares que 
están sujetos al régimen disciplinario se encuentran inmersos ahí en 
razón al contenido de las funciones que tienen a cargo, las cuales 
implican el ejercicio de una función pública.  
 
El artículo 51 de Ley 80 de 1993 señala que “El servidor público 
responderá́ disciplinariamente (...)”; en igual sentido, el numeral 34 del 
artículo 48 de la Ley 734 de 2002 (Código Disciplinario) consagra como 
faltas no exigir la calidad de los bienes y servicios, y certificar como 




En concordancia con lo anterior, el artículo 50 del mismo Estatuto 
Disciplinario establece como causal de falta grave o leve: “el 
incumplimiento de los deberes reglamentarios –artículo 4 de la Ley 80 
de 1993– Manuales de Interventoría”. 
 
b) Concatenada a la anterior, se encuentra la responsabilidad de tipo 
Fiscal, como aquella en la cual se ejecutan actos tendientes a lesionar 
el patrimonio público mediante el servicio encomendado, y son sujetos 
pasivos los contratistas que ejerzan gestión fiscal, entendida esta última 
como el manejo o administración de bienes y recursos públicos, siendo 
esta connotación de gran cuidado puesto que a los interventores les 
está encomendada la labor de gestión fiscal por lo descrito de manera 
histórica en el primer tema desarrollado respecto de la figura del 
interventor. La Corte Constitucional (2001) señaló que ejercen gestión 
fiscal los servidores públicos y los particulares “que tengan capacidad 
decisoria frente a los fondos o bienes del erario público puestos a su 
cargo”. 
 
Para comprender mejor el propósito de la implementación de este tipo 
de responsabilidad en el Estado, la Corte Constitucional (2002) expresó 
que es la defensa de todos los bienes del Estado lo que impulsa a 
castigar a quienes en su labor de administración de bienes o dinero 
público afectan dicho patrimonio, garantizando que se repare los daños 
ocasionados como consecuencia de una mala gestión, que deberá ser 
entendida como todos los negocios de tipo económico jurídico que 
impliquen compra, preservación, aprovechamiento, venta y disposición 
de los bienes públicos, así como la administración de sus rentas 
(recaudo, manejo e inversión del dinero recaudado como resultado de 
los impuestos), en pro de cumplir los fines del Estado a través de las 




Para determinar la responsabilidad fiscal del interventor debe tenerse 
en cuenta, en cada caso en particular, que sus obligaciones son de 
medio y no de resultado, y que por regla general emite conceptos y no 
toma decisiones sobre administración y manejo de recursos.  
 
c) Responsabilidad civil. Ha de recordarse que los contratistas 
responden civilmente por el incumplimiento de sus obligaciones en los 
términos de cantidad, calidad y oportunidad, y han de responder en los 
eventos del artículo 26 del Estatuto de la Contratación Estatal (1993) 
que dice: 
 
Del principio de responsabilidad. En virtud de este principio: 
 
1. Los servidores públicos están obligados a buscar el cumplimiento 
de los fines de la contratación, a vigilar la correcta ejecución del objeto 
contratado y a proteger los derechos de la entidad, del contratista y de 
los terceros que puedan verse afectados por la ejecución del contrato. 
 
2. Los servidores públicos responderán por sus actuaciones y 
omisiones antijurídicas y deberán indemnizar los daños que se causen 
por razón de ellas. 
 
3. Las entidades y los servidores públicos, responderán cuando 
hubieren abierto licitaciones sin haber elaborado previamente los 
correspondientes pliegos de condiciones, diseños, estudios, planos y 
evaluaciones que fueren necesarios, o cuando los pliegos de 
condiciones hayan sido elaborados en forma incompleta, ambigua o 
confusa que conduzcan a interpretaciones o decisiones de carácter 




4. Los contratistas responderán por haber ocultado al contratar, 
inhabilidades, incompatibilidades o prohibiciones, o por haber 
suministrado información falsa. 
 
5. Los contratistas responderán y la entidad velará por la buena 
calidad del objeto contratado. 
 
Se colige de lo anterior que la responsabilidad civil debe ser de tipo contractual, 
pues dentro del contrato de interventoría la mayoría de ocasiones se presentan 
éstas cláusulas:  
 
Responsabilizarse de cualquier afectación que se llegare a causar como 
resultado de su labor de control y vigilancia, o como consecuencia del 
incumplimiento de sus funciones determinadas por la ley, el contrato suscrito 
y las órdenes impartidas por la administración pública, que deberán ser 
acatadas. 
 
La responsabilidad del interventor inicialmente es de carácter civil por el 
desconocimiento de sus responsabilidades, que generan un incumplimiento en 
cuanto a que el resultado final de su labor no es el esperado, en cuanto a la 
calidad de los bienes suministrados, oportunidad de entrega y cantidad 




La contratación estatal en Colombia se ha visto afectada por fenómenos de 
corrupción, lo que ha desencadenado en situaciones poco favorables para el 
Estado, circunstancia que ha sido objeto de preocupación de los ciudadanos 
y las autoridades competentes, quienes han realizado algunos esfuerzos en 
pro de garantizar que se cumpla con los principios constitucionales y 
contractuales en todos los procesos que se adelantan; un reflejo de esto es el 
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fortalecimiento normativo que se ha dado en los últimos años en materia de 
requisitos, procedimientos, y en especial en materia de las responsabilidades 
que tiene el interventor en su función de vigilancia con el fin de evitar, o por lo 
menos mitigar, dicha situación.  
 
Con el Estatuto Anticorrupción (2011) se le dio mayor responsabilidad al 
interventor, y por lo tanto la interventoría pasó de ser una simple figura de 
vigilancia o supervisión, a una actuación más profunda, toda vez que su ámbito 
de responsabilidad incrementó de lo netamente civil y penal a una fiscal y 
disciplinaria, lo que hace que el interventor se preocupe por hacer y cumplir 
sus funciones de manera correcta, sin ocultar posibles actos de incumplimiento 
o corrupción en interés propio o de la entidad contratante. 
 
Es por lo anterior que todas las entidades del Estado que en el ejercicio de sus 
funciones requieran llevar a cabo procesos contractuales, deberán prestar una 
mayor atención al cumplimiento de todas las obligaciones y responsabilidades 
legales que tienen a su cargo los interventores como funcionarios encargados 
de velar por una correcta ejecución de los contratos que estén vigilando, y a 
su vez los profesionales que cumplan con dicha función deberán tener un 
vasto conocimiento de todas las responsabilidades que implica ser un 
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